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I.- Introducción 

 

Las entidades que formamos parte de la Plataforma DESC instamos a 

todos los grupos políticos a que incorporen en sus programas 

electorales las recomendaciones del Sexto Informe a España del Comité 

de derechos económicos, sociales y culturales de Naciones Unidas 

(Comité DESC) para a llevar a cabo las medidas legislativas y políticas en 

cumplimiento con sus obligaciones jurídicas derivadas del derecho 

Internacional de los derechos humanos.  

 

En el contexto actual, las medidas legislativas y de política pública que 

se han adoptado en la última legislatura han tenido un alcance limitado. 

Si bien se han abordado algunas de las reformas recogidas en las 

recomendaciones del informe del Comité DESC, estas medidas no han 

llegado a las personas que se encuentran en situación de mayor 

vulnerabilidad y en situación de exclusión ya que han solo se han 

implementado de forma parcial.  

 

Por otro lado, si bien se han adoptado medidas de política pública para 

paliar los efectos de la COVID 19 y de los efectos de la guerra de Ucrania 

en la económica europea en la población española, algunas de ellas solo 

han sido transitorias y otras no han alcanzado a la población en situación 

de mayor vulnerabilidad. En este sentido, las organizaciones de la 

sociedad civil valoramos que, en la mayoría de los casos, las medidas 

han sido insuficientes para abordar las causas estructurales de la 

vulneración de los derechos económicos, sociales y culturales que 

afectan a las personas en situación de mayor vulnerabilidad. 

 

Las organizaciones de la Plataforma DESC acompañamos y defendemos 

los derechos de los miles de personas que se encuentran en situación de 

exclusión y vulnerabilidad como consecuencia tanto de las políticas 

adoptadas como de la inacción por parte de los poderes públicos. Esto 

nos hace conocedoras de las múltiples dificultades y obstáculos a los 

que se enfrentan en su día a día, de la falta de respuesta institucional y 

de la necesidad de unas políticas públicas que den respuesta al conjunto 

de la sociedad.   
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La convocatoria de las elecciones generales es una oportunidad para 

incluir en los programas compromisos concretos para garantizar el 

ejercicio de plenos derechos en igualdad de condiciones, tomando como 

base para el desarrollo normativo y político de las leyes y la política 

pública del Estado español el derecho internacional de los derechos 

humanos, con independencia de la ideología política de los diferentes 

partidos políticos. 

 

 

II.- Propuestas Políticas 

 

Propuesta nº 1: Cumplimiento de las obligaciones internacionales de 

Derechos Humanos para un efectivo acceso a la justicia para todas las 

personas 

La interpretación de los derechos contenidos en nuestra legislación de 

acuerdo con los tratados internacionales de derechos humanos, es una 

obligación de resultado que vincula tanto al legislador como a los 

tribunales. Esta interpretación no comprende solo el texto de los 

tratados y protocolos, sino también las decisiones de los órganos de 

supervisión de aquellos. Son muchas las víctimas que día tras día ven 

más lejana la reparación del daño causado por la vulneración de sus 

derechos humanos, así como la garantía de no repetición al no llevarse a 

cabo políticas públicas acorde a dichas decisiones. Se torna urgente por 

tanto la adopción de leyes y políticas que hagan efectivas las 

recomendaciones y los dictámenes de los órganos de tratados de 

derechos humanos ratificados por el Estado español. 

 

La Plataforma DESC España propone: 

 Modificación de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros 

Acuerdos Internacionales, con incorporación de un nuevo Título, “De los 

tratados internacionales de derechos humanos” en los que se 

contemplen garantías para dar cumplimiento a las obligaciones 

derivadas de los tratados internaciones del sistema de Naciones Unidas 

suscritos por España y de la Carta Social Europea y su Protocolo sobre 

Reclamaciones Colectivas, así como al artículo 10.2 de la Constitución. 
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 Establecimiento de un Comité de Seguimiento de las Resoluciones de los 

Órganos Internacionales de Derechos Humanos, tomando como 

referencia el modelo colombiano de la Ley 288 de 1996 “Por medio de la 

cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las 

víctimas de violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto 

por determinados órganos internacionales de Derechos Humanos”, 

siendo un Comité específico el que hace dicho seguimiento y control”. 

 
 Modificación de la Circular 1/2020 de la Abogacía del Estado – Dirección 

del Servicio Jurídico del Estado, sobre “la naturaleza jurídica de las 

resoluciones dictadas por los Comités encargados del seguimiento de 

los tratados de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas” para su 

adecuación al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

incorporando, para tal fin, la propuesta de elaboración de protocolos 

especiales para la tramitación de la solicitud de medidas cautelares por 

parte de los comités y para la implementación de los dictámenes 

(decisiones finales ante quejas individuales y reclamaciones colectivas, 

en el caso de la Carta Social Europea) de los comités conllevando la 

reparación efectiva de las víctimas y la adopción de garantías de no 

repetición. 

 

Objetivo:  

 Adopción de medidas e instrumentos jurídicos para hacer efectivos los 

derechos humanos. 

 Poner en funcionamiento los compromisos adquiridos por España en la 

Estrategia de Desarrollo Sostenible en referencia a la vinculatoriedad de 

los tratados y acuerdos de Derechos Humanos suscritos por el Estado 

español. 

 

Propuesta nº 2: Utilización máxima de los recursos disponibles  

La obligación de progresividad en el cumplimiento de los derechos 

implica la utilización máxima de los recursos disponibles hacia la plena 

efectividad de los derechos, así como la obligación de abstenerse de 

tomar medidas deliberadamente regresivas. El Comité DESC de 

Naciones Unidas indicó que esta obligación significa que no debería 

existir una reducción injustificada en los gastos públicos destinados a 

implementar los DESC. En un contexto expansionista como el actual 

debido en su mayoría a los fondos Next Generation, es fundamental que 

las administraciones se comprometan a mantener los actuales niveles de 
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inversión social. La obligación de progresividad implica el 

mantenimiento futuro de la inversión en el desarrollo de los derechos 

humanos, por lo que es necesario establecer mecanismos que 

garanticen la financiación de las políticas sociales, más allá de la 

retirada de los fondos vinculados al PRR. En este sentido, la sociedad 

española no puede verse de nuevo afectada por políticas de austeridad 

que deriven en recortes en el ejercicio de los derechos, al tener el 

ejemplo de las graves consecuencias derivadas de las políticas post-

crisis 2008.  

 

Para ello se necesita aumentar los recursos disponibles, reformando la 

política fiscal, así como destinar los mismos en áreas como el 

sostenimiento de la red de instituciones y servicios públicos, por 

ejemplo, la educación y la sanidad pública, el aumento de la vivienda 

social, la seguridad social o la lucha contra la pobreza.  

 

La Plataforma DESC España propone: 

 Garantizar, al menos, el nivel actual de inversión pública en política 

social más allá de la financiación vinculada al PRR, especialmente en 

vivienda, educación, sanidad, lucha contra la pobreza o seguridad 

social.  

 

 Dar cuenta de las recomendaciones de los órganos de los tratados de 

derechos humanos para la elaboración de los programas políticos de 

cara a las próximas Elecciones Generales. 

 
 Incrementar el presupuesto destinado a garantizar los DESC como la 

sanidad pública, la vivienda social, la educación pública, los derechos 

de los trabajadores o la garantía de condiciones de subsistencia 

mínimas. 

 

 Reformar la política fiscal para una mayor recaudación de los ingresos. 

Algunas medidas que pueden implementarse en este sentido son: la 

puesta en marcha de un mecanismo de lucha contra el fraude y la 

evasión fiscal, mejorar la transparencia en el pago de impuestos de las 

empresas multinacionales; el aumento del impuesto de sociedades para 

las empresas multimillonarias; reducir el IVA sobre los productos de 

primera necesidad; y la articulación de nuevos tipos impositivos, como 

los llamados “impuestos verdes” que corrijan los efectos negativos del 

cambio climático. 
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Objetivos:  

 Utilizar de forma más eficiente los recursos disponibles. 

 Asegurar que no se dan pasos atrás en el cumplimiento de los DESC, 

sino que se avanza en la obligación de progresividad que el Estado 

español asumió con la ratificación de los pactos internacionales. 

 Garantizar que, en todo caso, se cumplen las obligaciones mínimas de no 

discriminación y de protección de grupos vulnerables. 

 

 

Propuesta nº 3. Aplicación efectiva de la Ley Integral para la Igualdad de 

Trato y la No Discriminación con la creación de la Autoridad 

independiente y aprobación de un Plan Nacional de Acción contra el 

Racismo 

 

El 12 de julio de 2022 se aprobó finalmente la Ley Integral para la 

Igualdad de Trato y la No Discriminación, hito que fue muy celebrado y 

reconocido por todas aquellas entidades que llevamos solicitando este 

marco normativo y apoyando el proceso de elaboración durante muchos 

años. Esta ley constituye un instrumento imprescindible para luchar 

contra la discriminación y cumplir el principio de igualdad de forma 

amplia e integral, siendo uno de sus elementos más importantes la 

creación de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato. 

 

Este organismo, además de ser un requisito establecido por la normativa 

europea en materia de lucha contra la discriminación, es fundamental 

para la aplicación de la Ley. Entre sus distintas funciones, la Autoridad 

es la encargada de velar por el cumplimiento de la normativa de igualdad 

de trato, de realizar investigaciones sobre la existencia de posibles 

situaciones de discriminación de especial gravedad, y de solicitar la 

actuación de la Administración del Estado para sancionar las conductas 

constitutivas de infracción administrativa.Las víctimas de discriminación 

podrán acudir a la Autoridad independiente a recibir asesoramiento, 

tramitación de sus quejas y reclamaciones, recibir servicios 

especializados de asistencia y orientación. La Autoridad Independiente 

también podrá mediar y conciliar, siendo obligatorias sus decisiones. 
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Además, la Autoridad Independiente podrá representar a las personas 

víctimas de discriminación ante los tribunales. 

El pasado 14 de enero expiró el plazo que establece la propia ley al 

gobierno para su creación. Lamentamos que aún no se haya creado la 

Autoridad Independiente que contempla esta Ley y constatamos que, sin 

un organismo que vele por su cumplimiento, es prácticamente imposible 

aplicar de manera efectiva la norma. Por ello, reclamamos su inmediata 

puesta en marcha.  

Por otro lado, la UE aprobó en 2020 un Plan de Acción contra el racismo, 

con un periodo de ejecución hasta 2025. El contexto de este Plan es la 

constatación de que el racismo y la discriminación racial siguen siendo 

fenómenos arraigados y persistentes en todo el mundo. Este Plan 

europeo supuso un avance importante al reconocer por primera vez en 

un instrumento europeo de este calado la existencia del racismo 

estructural. Más allá de los casos individuales de discriminación, donde 

es imprescindible la atención personalizada y la respuesta adecuada de 

las instituciones y agentes clave, existen situaciones estructurales que 

precisan de un abordaje más complejo, con planes concretos a largo 

plazo, una inversión económica importante, recursos humanos y una 

implicación coordinada de las autoridades locales, autonómicas y 

estatales.  

 

Entre otras cosas, el Plan de Acción aboga por una actuación 

intensificada a nivel nacional, y para ello insta a los Estados miembros a 

elaborar y aprobar antes del fin de 2022 planes nacionales contra el 

racismo. Lamentamos que en el caso de España aún no se haya 

aprobado dicho Plan, que nos parece imprescindible para implementar 

medidas concretas contra el racismo en todas sus formas.  

La plataforma DESC España propone: 

 La creación de la Autoridad independiente prevista en la Ley de Igualdad 

de Trato y para la No Discriminación 

 

 La aprobación de un Plan Nacional de Acción contra el Racismo 2023-

2025, en línea con el Plan de la UE, que fije el compromiso del Gobierno 

en la lucha contra la discriminación racial, con una mirada 

interseccional y con un abordaje estructural e integral; hoja de ruta de 
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las actuaciones en favor de la igualdad de trato y la eliminación de la 

discriminación por origen racial o étnico.  

Objetivos:  

 Aplicación efectiva de la Ley Integral para la Igualdad de Trato y la No 

Discriminación.  

 Proteger y promover la igualdad de trato y la no discriminación 

 Un impulso a las políticas contra el racismo, con un compromiso más 

fuerte y decidido de los poderes públicos para combatir la 

discriminación racial o étnica. 

 Reforzar las respuestas políticas y las inversiones en el ámbito de la 

lucha contra el racismo. 

 

 

 

 

 

 


